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COMISIÓN ESPECIAL DE REFORMA CONSTITUCIONAL N.° 21.571 

 
DICTAMEN NEGATIVO DE MAYORÍA 

 

Los Diputados y Diputadas que suscriben, integrantes de la Comisión Especial de 
Reforma Constitucional N.° 21.571, rendimos el DICTAMEN NEGATIVO DE 
MAYORÍA del Proyecto de Ley tramitado bajo el expediente del mismo número 
citado y bajo el nombre “REFORMA DEL ARTÍCULO 110 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA ELIMINACIÓN DE LA INMUNIDAD DE MIEMBROS DE LOS 
SUPREMOS PODERES INVESTIGADOS POR DELITOS DE CORRUPCIÓN”, 
presentado a la corriente legislativa por el ex diputado José María Villalta Flórez-
Estrada y otros señores diputados, el 2 de setiembre de 2019, basados en las 
siguientes consideraciones: 

 

I. OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY: 

La propuesta de reforma constitucional pretende hacer una excepción en la 
aplicación del antejuicio a todos los miembros de los Supremos poderes, para el 
caso de que la imputación sea por delitos de corrupción, tanto los de la Ley Especial 
contra la Corrupción como de los delitos del Código Penal que tienen que ver con 
los deberes de la función Pública. 
 
Justifican los proponentes de la reforma, entre otras razones, en que “un uso 
abusivo del fuero de improcedibilidad penal puede impedir que se investiguen, se 
juzguen y se sancionen hechos delictivos graves cometidos por quienes ocupan los 
más altos cargos de la jerarquía del Estado, convirtiendo una prerrogativa necesaria 
en un privilegio odioso.” 
 
 
II.- DEL PROCESO DE TRÁMITE Y CONSULTA 
 

El Expediente ingresó a la Comisión Especial N.° 21.571 el de Asuntos Jurídicos el 

24 de agosto de 2021.  El expediente fue consultado a la diversas entidades y las 

respuestas recibidas son las siguientes: 

ENTE 

CONSULTADO 

RESPUESTA 

Corte Suprema 
de Justicia, Oficio 
SP-N° 24-2023, 
de 22 de febrero 
de 2023, suscrito 
por Licda. Silvia 
Navarro Romanini 
Secretaria 

Transcriben el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 08-
2023 de 20 de febrero de 2023, en un documento muy amplio se 
detallan las recomendaciones: 
“I. RECOMENDACIONES: Se recomienda que la Secretaría de la 
Corte envíe este proyecto de ley por correo electrónico a las 
Magistradas y los Magistrados de todas las Salas de la Corte 
Suprema de Justicia, así como a sus respectivas secretarias, para 
que le hagan las observaciones que estimen oportunas. La 
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General Corte 
Suprema de 
Justicia 

respuesta que se envíe a la Asamblea Legislativa deberá ir firmada 
por el Presidente de la Corte y al pie del documento deberán 
aparecer los acuerdos de Corte Plena que señalan que cuando el 
proyecto de ley no incide sobre la estructura y el funcionamiento del 
Poder Judicial, la respuesta no requiere acuerdo de Corte Plena, 
sino únicamente la firma de la Presidenta o del Presidente de Corte”. 
- 0 – “Mediante la presente nos permitimos ampliar el oficio DJ-213-
2023 de fecha 14 de febrero de 2023, mediante el cual se refirió a 
conocimiento de la Secretaría General de la Corte Suprema de 
Justicia recomendación con relación a la consulta realizada por la 
Comisión Especial 21.571, por medio del oficio No. AL-CE21571-
0001-2023 del trece de febrero de dos mil veintitrés, sobre el 
proyecto de ley denominado “Reforma del artículo 110 de la 
Constitución Política. Eliminación de la inmunidad de miembros de 
los Supremos Poderes investigados por delitos de corrupción”, 
expediente número 21.571. Al respecto, de manera complementaria 
y adicional al criterio expresado en el oficio en mención y las 
valoraciones particulares realizadas al efecto, nos permitimos hacer 
de conocimiento de los señores y señoras Magistradas que la Sala 
Constitucional, mediante Voto Nº 2016-016111 de 9:15 de 2 de 
noviembre 2016, se refirió a la naturaleza jurídica de la inmunidad de 
la siguiente manera: “… la improcesabilidad penal afianza el 
concepto de protección ideado para dotar a los miembros de los 
Supremos Poderes de independencia en el ejercicio de una función 
de gobierno (en protección de los derechos e intereses de los 
electores) o jurisdiccional, lo mismo, también, cuando se les otorga 
un fuero de protección o inmunidad, entendida como una 
prerrogativa o privilegio de protección, especialmente por 
detenciones o contra las causas civiles o penales nefarias, infames 
o frívolas. Entonces, los funcionarios contra quienes se presentan 
causas civiles o penales –de peso o importancia- deben pasar por el 
desafuero, sea un examen político que permita a la Asamblea 
Legislativa velar para que las causas que lleguen a los estrados 
judiciales tengan contenido o motivación necesaria para que no se 
conviertan en meras distracciones de las funciones que ejercen esos 
funcionarios…” De manera adicional, el mismo voto indicó lo 
siguiente: “V.- Se concluye entonces que para el caso costarricense, 
el principio constitucional reconocido por la Sala en los precedentes 
arriba citados resulta conteste con la línea doctrinal y jurisprudencial 
seguida por el constitucionalismo contemporáneo, que asigna a las 
figuras analizadas el carácter de garantía institucional y en ese 
sentido posibilita que -como parte del diseño constitucional 
democrático- se atribuya a determinados funcionarios públicos 
algunas ventajas configuradas principalmente como fueros y 
protecciones especiales, con la finalidad de resguardarlos de 
acciones originadas en la "insidia política" o de presiones indebidas 
ejercidas a través de demandas y procesos, incoados para minar su 
independencia de criterio en las decisiones que les corresponda 
tomar…” Adicionalmente, la Sala Constitucional indicó: “La doctrina, 
la jurisprudencia nacional e incluso las decisiones de otros 
Tribunales Constitucionales en el mundo, que son persuasivas para 
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esta Sala Constitucional, concluyen también, con meridiana claridad, 
el propósito funcional de estos fueros y privilegios. Incluso, su 
regulación es un obligado asunto de Estado, tan difundido 
mundialmente, que se le considera ius cogens, en el tanto garantiza 
la independencia parlamentaria, ejecutiva o jurisdiccional, que refleja 
las condiciones en que debe operar el Estado Democrático de 
Derecho, sea para garantizar los pesos y contrapesos entre los 
diferentes órganos fundamentales del Estado. Entonces, no se 
otorga en consideración a las personas que ostentan el puesto, sino 
a la función que éstos prestan como miembros de los Supremos 
Poderes del Estado. Otro elemento que se deduce de lo anterior, es 
la temporalidad, toda vez que estas protecciones acompañan al 
funcionario mientras conserva el respectivo puesto. De esta forma, 
opera la protección como garantía a la independencia, 
especialmente cuando las decisiones tienen gran incidencia política, 
social, económica, jurídica, etc., de modo que cualquiera que sea la 
decisión - normalmente les generaría consecuencias negativas en 
estos campos. Estos fueros y privilegios hacen que el proceso de 
decisión sea independiente, y que no se contamine por las 
presiones, que éstas no sean disuasivas, minen o erosionen aquella 
independencia; procuran ofrecer al funcionario espacio para la 
formación de criterios en un ambiente de mayor sosiego y calma 
contra las presiones externas e indebidas que puedan embargar la 
esfera personal o patrimonial”. Finalmente, la resolución de cita 
concluye en el siguiente sentido: “Si bien el funcionario propietario y 
suplente no son equiparables, en estos supuestos sí lo son por el 
común denominador de la función que cumplen, por ello debemos 
concluir que las amenazas o persecución penal que puedan 
atribuírseles, es por el ejercicio de la función y se relacionan en la 
misma intensidad en los casos en que intervienen. Lo que determina 
que el fuero es por la función, sea ésta permanente o la temporal, 
para lo efectos de garantizar la independencia judicial”. Resulta de 
relevancia indicar que la Sala Constitucional se funda parcialmente 
en un voto del Tribunal Constitucional Español, que en lo que 
interesa indica: “Mediante las prerrogativas constitucionales, entre 
las que se encuentran las que integran el estatuto de los Diputados 
y Senadores ex art. 71 C.E., la Constitución ha querido proteger de 
forma cualificada la libertad, autonomía e independencia de los 
órganos constitucionales, interés superior del ordenamiento de todo 
Estado Democrático de Derecho (art. 1.1 C.E.) e instrumento 
imprescindible para garantizar la efectiva separación entre los 
distintos poderes del Estado. Esta protección jurídica cualificada se 
articula constitucionalmente, en el caso de las prerrogativas 
parlamentarias, mediante el tratamiento de situaciones subjetivas no 
parangonables con las ordinarias, puesto que se atribuyen a los 
miembros de las Cortes Generales no en atención a un interés 
privado de sus titulares, sino a causa de un interés general, cual es 
el de asegurar su libertad e independencia en tanto que reflejo de la 
que se garantiza al órgano constitucional al que pertenecen (vid. 
SSTC 90/1985, fundamento jurídico 6º y 206/1992 , fundamento 
jurídico 3º). De este modo, las prerrogativas parlamentarias no se 
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confunden con el privilegio, ni tampoco pueden considerarse como 
expresión de un pretendido ius singulare, pues en ellas no concurren 
las notas de la desigualdad y la excepcionalidad. Antes, al contrario: 
ofrecen un tratamiento jurídico diferenciado a situaciones subjetivas 
cualitativa y funcionalmente diferenciadas por la propia Constitución, 
y resultan de obligada aplicación siempre que concurra el 
presupuesto de hecho por ellas contemplado”. De manera adicional, 
lo resuelto por el Tribunal Constitucional Español indica que 
“…Aflora así, la finalidad cuya salvaguarda se persigue mediante la 
constitucionalización de la prerrogativa de aforamiento especial de 
Diputados y Senadores. Proteger la propia independencia y sosiego, 
tanto del órgano legislativo como del jurisdiccional, frente a 
potenciales presiones externas o las que pudiese ejercer el propio 
encausado por razón del cargo político e institucional que 
desempeña. La prerrogativa de aforamiento actúa, de este modo, 
como instrumento para la salvaguarda de la independencia 
institucional tanto de las Cortes Generales como del propio Poder 
Judicial; o, dicho de otro modo, el aforamiento preserva un cierto 
equilibrio entre los poderes y, al propio tiempo, la resistencia más 
eficaz frente a la eventual trascendencia de la resolución judicial en 
la composición del Parlamento. Por ello, no es de extrañar que el 
constituyente atribuyese expresamente el conocimiento de tales 
causas a la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, en tanto que 
órgano jurisdiccional superior de los que integran aquel poder del 
Estado…” Es menester indicar que lo resuelto es reiteración de la 
resolución Nº 06839 – 2015 de 13 de mayo del 2015 a las 11:30 a. 
m. de la misma Sala Constitucional y que es línea que este órgano 
constitucional costarricense ha llevado a través del tiempo, conforme 
se evidencia en los votos No. 428-1993, de las 15:12 horas de 27 de 
enero de 1993, No. 6371-1993 de las 14:35 horas del 2 de diciembre 
de 1993 y N 04182 – 2014 26 de marzo del 2014 a las 2:30 p. m, 
entre otros. Como se advierte, la Sala Constitucional ha estimado 
que existe una vinculación particular de la independencia de los 
Poderes con la inmunidad de sus detentadores transitorios y 
consecuentemente es un elemento que estima esta Dirección debe 
ser tomado en consideración para la toma de decisiones por parte 
de la Corte Suprema de Justicia, tomando en consideración lo 
dispuesto en el artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, 
en tanto indica: “Artículo 13. La jurisprudencia y los precedentes de 
la jurisdicción constitucional son vinculantes erga omnes, salvo para 
sí misma”. Conforme a lo anterior, estima esta Dirección que debe 
tomarse en consideración lo indicado por la Sala Constitucional, en 
tanto que considera que el fuero en mención evita la materialización 
de acciones disuasivas de partes con determinados intereses que 
buscan minar o dirección la independencia de los Miembros 
Poderes, procurando “…ofrecer al funcionario espacio para la 
formación de criterios en un ambiente de mayor sosiego y calma 
contra las presiones externas e indebidas que puedan embargar la 
esfera personal o patrimonial..” Lo anterior es conteste con los 
principios del servicio público contenidos en el artículo 4 de la Ley 
General de la Administración Pública y el derecho de la Constitución, 
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toda vez que el mismo se funda parcialmente en los principios de 
eficiencia y eficacia, así como la debida prestación de servicios 
públicos, que podrían ser afectados si partes interesadas 
pretendieran normalizar la interposición de denuncias penales 
temerarias o infundadas como un medio para ejercer mecanismos 
de presión espurios, tal y como sugiere la propia Sala Constitucional. 
En este sentido, no debe entenderse la inmunidad como una 
atribución o beneficio personalizado sino, dentro del análisis de 
manera instrumental, sea como un medio para garantizar la 
continuidad, objetividad e independencia del ejercicio de la función 
administrativa y jurisdiccional. No es óbice indicar que, en todo caso, 
el modelo actual no es impediente de la eventual posibilidad de 
procesar a un Miembro de los Supremos Poderes, de operar los 
supuestos de ley y previo cumplimiento del procedimiento 
establecido al efecto. En consecuencia, esta unidad asesora 
recomienda que se valore estimar que el proyecto de reforma 
constitucional afecta la independencia judicial, conforme lo disponen 
las resoluciones de la Sala Constitucional de cita. Dejamos así 
evacuada su solicitud de criterio al respecto.” 

 
ENTE 

CONSULTADO 

RESPUESTA 

Tribunal 
Supremo de 
Elecciones, 
Oficio TSE-
0437-2023 de 
23 de febrero 
de 2023, 
suscrito por la 
Magistrada 
Presidenta del 
Tribunal, 
señora 
Eugenia 
Zamora 
Chavarría. 

El Tribunal Supremo de Elecciones comunica el acuerdo adoptado en 
el artículo cuarto de la sesión ordinaria n.º 17-2023, celebrada el 23 de 
febrero de 2023, por el Tribunal Supremo de Elecciones, el cual es muy 
amplio y por la importancia que reviste este criterio para el objeto del 
proyecto en análisis se transcribe su mayoría: 
“III.- Sobre el fondo del proyecto. En este apartado se abordarán 
aspectos medulares sobre los institutos vinculados al régimen de 
inmunidades de los miembros de los Supremos Poderes del Estado y 
acerca del porqué su mantenimiento es necesario. a) Origen 
sociohistórico de las inmunidades. Las inmunidades y prerrogativas de 
los parlamentarios tienen su origen en el sistema inglés, ya que, desde 
el siglo XV, hay alocuciones que refieren a los “parliamentary 
privileges”, como forma de reivindicar los derechos de los comunes. 
Quien actuaba como “speaker”, al iniciar las sesiones, reclamaba al 
monarca de la época antiguos derechos y privilegios de the Commons. 
Con el paso del tiempo, se fueron afianzando institutos como la 
inviolabilidad o indemnidad (freedom of speech) y la inmunidad 
(freedom from arrest), en virtud de los cuales el parlamentario no podía 
ser inquietado ni perseguido por sus manifestaciones y tampoco podía 
ser arrestado por causas civiles. De hecho, el Bill of Rights (promulgado 
en 1689) establecía, en su artículo IX, una libertad de expresión para 
los representantes populares y, expresamente, regulaba la 
inimpugnabilidad de los debates, procedimientos y manifestaciones 
dadas en el Parlamento. Importa señalar que la imposibilidad de arresto 
que acompañó el parlamentarismo inglés en sus orígenes no impedía 
la detención de los representantes por causas penales, en tanto tal 
protección se otorgaba con el fin de que el funcionario no fuera reducido 
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a prisión por deudas y, con ello, evitar que no pudiera concurrir a las 
sesiones del órgano. Al eliminarse la privación de libertad por impago 
de obligaciones, el freedom from arrest perdió su razón de ser 
originaria. De otra parte, el Derecho Europeo Continental también hizo 
relevantes aportes a los fueros de los altos funcionarios del Estado, 
pues, en la instauración del nuevo régimen, la corriente republicana 
francesa – entre 1789 y 1791– se preocupó por establecer, en los 
decretos de la Asamblea Nacional posrevolucionaria y en la 
Constitución de setiembre de 1791, que los representantes de la nación 
eran inviolables, lo cual significaba que no podían ser investigados, 
acusados ni juzgados por lo que hubieran dicho, escrito o hecho en el 
ejercicio de sus funciones. Además, el citado texto constitucional 
francés, ya preveía que los “représentants de la Nation” podían ser 
detenidos en flagrante delito o por causa criminal, pero que de 
inmediato se debería dar aviso al Cuerpo Legislativo sobre la situación 
y que ese órgano colegiado sería el competente para decidir si había 
motivo suficiente de acusación. La Constitución de Cádiz, para el caso 
Iberoamericano, recogió preceptos de ambas vertientes (inglesa y 
francesa), puesto que previó la imposibilidad de juzgamiento por 
manifestaciones realizadas en la función de representante, el no poder 
procesar diputados por deudas y la existencia de un procedimiento 
especial para el juzgamiento por delitos en un Tribunal de las Cortes. 
Las cláusulas referidas a esos temas fueron repitiéndose, con algunos 
cambios, en la historia constitucional española hasta incluirse en el 
artículo 71 del texto político fundamental de 1978, cuya influencia en el 
constitucionalismo latinoamericano es reconocida. Costa Rica, desde 
muy temprano en su historia como Estado independiente, reguló las 
prerrogativas de sus congresistas: en los artículos 47 y 48 de la Ley 
Fundamental del Estado Libre de Costa Rica de 1825 se establecía que 
los representantes no eran responsables por la opinión que dieren en 
virtud de su cargo y que, en materia criminal, serían juzgados por el 
propio Congreso, según una reglamentación promulgada al efecto, 
fórmula que guarda identidad con la de la Constitución de Cádiz. Esa 
manera de regular el tema se siguió, valga decir, en las Constituciones 
Federales Centroamericanas de 1824 y 1835. Sobre esa línea, la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Costa Rica (1844) 
recogió, también, la irresponsabilidad por las opiniones vertidas en el 
ejercicio de un cargo de representación, la imposibilidad de apremio por 
causa civil y la necesidad de que el Poder Legislativo se pronunciara 
acerca de la procedibilidad de una causa penal en contra de uno de sus 
integrantes (numerales 100 y 101). Esa lógica normativa se repitió en 
los textos constitucionales patrios de 1848, 1859, 1869, 1871 y 1917. 
Como puede observarse, el régimen de inmunidades de los miembros 
del Órgano Legislativo ha acompañado el nacimiento, desarrollo y 
afianzamiento de los Estados Democráticos de Derecho en Occidente, 
siendo Costa Rica parte de esa tradición. Por más de quinientos años 
los diversos cuerpos constituyentes han considerado relevante el 
otorgamiento de garantías especiales para sus representantes 
populares, fueros que, con el tiempo, se han extendido a otros 
servidores de alto rango. El propósito de esas salvaguardas, como se 
verá, no es procurar impunidad sino, de gran relevancia, favorecer el 
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funcionamiento de los órganos constitucionales de la República. b) 
Inmunidad no es sinónimo de impunidad. En la doctrina especializada, 
especialmente en el contexto español y durante el siglo XX, se suscitó 
un importante debate acerca de cuál es la naturaleza jurídica de las 
inmunidades; un grupo de pensadores (como Fraga y Pérez Serrano) 
consideran que tales protecciones a los representantes populares son, 
en realidad, privilegios, en tanto otorgan ventajas a sujetos específicos 
en cuanto a tales. En contraposición, otro grupo de expertos sostiene 
que las inmunidades son prerrogativas, entendiendo estas como 
excepciones a las reglas comunes en beneficio, ya no de una persona 
(como ocurre en los privilegios), sino de una institución u órgano de 
relevancia constitucional; las prerrogativas son, en sí mismas, garantías 
para el cumplimiento de funciones y competencias constitucionales 
que, a su vez, han sido atribuidas para la satisfacción del interés público 
y del bienestar colectivo. Esa última corriente expone cómo las 
prerrogativas están justificadas desde el diseño y la arquitectura 
constitucional, pues sirven al orden y funcionamiento del Estado y no a 
los intereses particulares de quienes las ostentan. La distinción entre 
una vertiente y la otra tiene implicaciones prácticas que no son 
menores, en tanto una acción contraria a un privilegio puede no ser 
ilegítima, pero en el caso de una afrenta a una prerrogativa siempre 
será una actuación irregular que produce nulidad absoluta. Por ejemplo, 
un enjuiciamiento en contra de un representante popular, sin 
levantamiento del fuero, es absolutamente improcedente desde la 
concepción de las prerrogativas. En similar sentido, el no uso 
continuado de un privilegio puede dar lugar a su extinción (lo que no 
ocurre con las prerrogativas) y su régimen de interpretación siempre es 
restrictivo; por su parte, en las prerrogativas, los ejercicios exegéticos 
no se apegan a la clasificación “extensivos” o “restrictivos”, ya que 
deben responder más bien a valoraciones funcionalistas: cuál es la 
aplicación e inteligencia de la norma que más aporta a la funcionalidad 
y operatividad del engranaje constitucional. Al leer las cláusulas 
constitucionales que refieren a las inmunidades, el constituyente 
costarricense, en apariencia, tuvo una intención regulatoria incluyente, 
habida cuenta que refiere a “inmunidades y prerrogativas” (artículos 101 
y 183), aludiendo a esas figuras como privilegios (inmunidades) y como 
prerrogativas. Según el clásico criterio de interpretación, el productor de 
la norma no pudo haber utilizado dos vocablos distintos para referirse 
al mismo fenómeno, de suerte que es dable entender que la Asamblea 
Constituyente reguló dos aspectos distintos. De una revisión de las 
actas del citado órgano fundacional, no es posible desentrañar cuál era 
la concepción que tenían los constituyentes acerca de las inmunidades 
(privilegios o prerrogativas), puesto que la mayor parte de las 
discusiones se centraron en la pertinencia o no de que fuera la propia 
Asamblea Legislativa la responsable de levantar el fuero de sus 
integrantes (ver sobre el particular las actas números 62 y 63). En todo 
caso, la jurisprudencia constitucional -tanto nacional como extranjera- 
ha sido conteste en que, en una contemporánea Teoría del Estado 
moderno, las inmunidades deben entenderse como prerrogativas. Solo 
para ilustrar con tres ejemplos foráneos, se tiene que la Corte 
Constitucional Italiana explica que ese régimen excepcional de los 
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representantes existe para salvaguardar el ejercicio de las funciones 
soberanas del Parlamento (sentencia n.° 81 de 1975), mientras que el 
Tribunal Constitucional Español ha apuntado que “La prerrogativa de 
aforamiento actúa, de este modo, como instrumento para la 
salvaguarda de la independencia institucional tanto de las Cortes 
Generales como del propio Poder Judicial…” (resolución n.° 22-1997). 
Por su parte, la Corte Constitucional de Colombia ha indicado que “En 
virtud de su vocación instrumental, las prerrogativas o garantías para el 
ejercicio de la actividad parlamentaria son imprescindibles en una 
democracia constitucional, no como un fin en sí mismo sino como 
herramienta para garantizar simultáneamente la separación de poderes 
y la soberanía popular.” (decisión n.° SU712-2013). En nuestro medio, 
la Sala Constitucional ha receptado esa postura al entender las 
inmunidades como prerrogativas, al calificarlas de “garantías 
institucionales” que van aparejadas con “la envergadura y relevancia 
institucionales de las labores realizadas por determinados oficiales 
públicos” (voto n.° 06839-2015). Este Tribunal Supremo de Elecciones, 
en la contestación dada dentro del trámite legislativo del proyecto n.° 
21.846, también había razonado que, las garantías de estabilidad con 
que dotó el constituyente a sus miembros (entre ellas las derivadas del 
régimen de inmunidades), no son un beneficio personal sino un blindaje 
en favor de la institucionalidad del país (ver acta de la sesión ordinaria 
de este Órgano Constitucional n.° 53-2020, disponible en: 
https://tse.go.cr/actas/2020/53-2020-del-2-dejunio-de-
2020.html?zoom_highlight=21%2E846). 
 
El prever un régimen de inmunidades para los miembros de Supremos 
Poderes no es sinónimo de privilegios injustificados o de impunidad, es 
una decisión de diseño que permite, entre otras, un ejercicio -en 
consciencia- del cargo, en virtud de la funcionalidad de los órganos 
constitucionales. Una filosofía contraria a la expuesta inspiró, según se 
deduce de la exposición de motivos, la lege ferenda puesto que se 
alude a que “no debe volver a permitirse que la inmunidad de los 
miembros de los Supremos Poderes sea usada como “escudo” para 
encubrir actos de corrupción.”, al tiempo que se sostiene que “el uso 
abusivo del fuero de improcedibilidad de altos jerarcas es sin duda 
alguna un factor que ha contribuido y podría contribuir con más fuerza 
en el futuro a la impunidad de graves delitos de corrupción.”. Al referirse 
al “uso” de las inmunidades se está apostando por una perspectiva de 
privilegios que obvia la razón de ser institucional de tales figuras, pese 
a que, al inicio de la motivación, se reconocen las justificaciones por las 
que se han incorporado -en el parámetro de constitucionalidad- los 
fueros. El equiparar la inmunidad con la impunidad es desconocer que 
la propia norma que se pretende modificar sí establece un 
procedimiento especial para levantar el fuero de un legislador o de un 
miembro de Supremo Poder que se pretenda juzgar por un delito contra 
la función pública o por cualquier otra delincuencia. El marco jurídico 
costarricense siempre ha previsto un mecanismo de desafuero para 
que sea posible tramitar una causa penal en contra de los integrantes 
de los Poderes Públicos; incluso en la Constitución Política de 1917, 
emitida en un contexto sociopolítico de ruptura del orden constitucional, 

https://tse.go.cr/actas/2020/53-2020-del-2-dejunio-de-2020.html?zoom_highlight=21%2E846
https://tse.go.cr/actas/2020/53-2020-del-2-dejunio-de-2020.html?zoom_highlight=21%2E846
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el constituyente costarricense contempló la posibilidad de que el 
Congreso “entregara al juez” al representante investigado (artículo 66). 
En otras palabras, en Costa Rica no existe un obstáculo de 
procedibilidad absoluto para el juzgamiento de los citados servidores 
del ente público mayor: el numeral 110 de la Constitución Política 
establece que el Plenario Legislativo puede suspender las 
prerrogativas, precepto que es complementado con los ordinales 215 a 
218 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Los problemas que se 
reseñan en la motivación del proyecto de reforma no son, en sentido 
estricto, falencias de las normas sino, más bien, particularidades de 
cómo se tramita, en la práctica, el desafuero y cómo, según los 
promoventes, se comportan algunas fracciones cuando se somete a 
conocimiento del Plenario un levantamiento de inmunidad. Esas 
especificidades, entonces, deberían ser atendidas desde otras aristas, 
como podrían serlo mayores espacios de accountability por intermedio 
de los cuales los ciudadanos tengan los insumos para evaluar las 
acciones de los tomadores de estas decisiones. De otra parte, debería 
analizarse si la solución a los problemas que se exponen al inicio del 
proyecto está en la modificación de cuerpos normativos 
infraconstitucionales, como lo son el citado Reglamento de la Asamblea 
Legislativa y el propio Código Procesal Penal. Como corolario de este 
acápite se tiene que la previsión de inmunidades para los miembros de 
los Supremos Poderes es un elemento vinculado con la funcionalidad 
de los órganos constitucionales que, per se, no procura impunidad. Las 
dificultades para juzgar a ese tipo de funcionarios devienen de cómo se 
están aplicando las normas y no de cómo esas pautas están 
construidas. c) Inmunidades como una garantía del proceso electoral. 
La creación de un Tribunal Supremo de Elecciones independiente, 
permanente e imparcial fue uno de los grandes aciertos de la Asamblea 
Constituyente de 1949. En un contexto convulso, al que se había 
llegado - en gran medida- por los cuestionamientos a la forma en la que 
se administraban los procesos comiciales y a cómo se arbitraban los 
conflictos político-electorales, hubo consenso acerca de la necesidad 
de generar una institución que tuviera especiales características que le 
permitieran un funcionamiento independiente y la blindaran de la 
injerencia de los otros poderes públicos, como garantías de la pureza 
del sufragio. Dentro de esos mecanismos de protección se puede 
mencionar que los puestos de más alta jerarquía del órgano electoral 
son designados por la Corte Suprema de Justicia (alejando este 
nombramiento del foro legislativo como instancia político partidista por 
excelencia) y que los Magistrados del TSE deben “reunir iguales 
condiciones y estarán sujetos a las mismas responsabilidades que los 
magistrados que integran la Corte” (artículo 100 del texto político 
fundamental). Precisamente, esa homologación a los altos jueces del 
Poder Judicial garantiza un régimen de estabilidad en los cargos, sin el 
cual no sería posible hablar de una verdadera independencia de criterio, 
como elemento insustituible de cualquier régimen que se precie de ser 
democrático. En efecto, todos los índices que se construyen para medir 
la calidad de las democracias incorporan como variable el grado de 
independencia de los jueces frente a los actores políticos, órganos 
jurisdiccionales dentro de los que, en el caso costarricense, se 
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encuentra el TSE. De hecho, tratándose del Organismo Electoral 
costarricense, su diseño, su integración y la forma en que ejerce sus 
competencias llevó a que, en el informe del quinquenio 2012-2017, el 
Electoral Integrity Project lo tuviera como el mejor calificado del mundo, 
colocándose por encima de icónicas autoridades en la materia como lo 
son las de Islandia y Suecia. Contrario a lo que suele pensarse, las 
normas que tutelan la estabilidad de los jueces en sus cargos no son 
un mecanismo favoritista o que se promueva para beneficiar a la 
judicatura, para hacerla inmune al control ciudadano o para 
excepcionarla de la rendición de cuentas; por el contrario, ese régimen 
de estabilidad aspira a que las decisiones -que son tomadas en los 
estrados- no se vean condicionadas por un entorno sociopolítico en el 
que haya que preocuparse de si la solución dada al caso va a ser bien 
recibida o no. El constituyente consideró que la instancia encargada de 
los actos relativos al sufragio, como se dijo antes, debía ser una 
regentada también por altos jueces que, para el desempeño de sus 
funciones, tuvieran las mismas garantías que sus pares del Poder 
Judicial. Téngase en cuenta que, ante una moción del representante 
Facio y otros, se incorporó, dentro del artículo referido a la integración 
de este Pleno, que sus miembros gozarían “de las inmunidades y 
prerrogativas que corresponden a los miembros de los Supremos 
Poderes” (ver acta 75 y ordinal 101 de la Constitución Política), 
enunciado que permite afirmar que cualquier intento por debilitar el 
régimen de independencia de la función electoral supone una 
transgresión al bloque de constitucionalidad. Evidentemente, al 
coincidir el Órgano Electoral en responsabilidades con la Corte 
Suprema de Justicia (ambas instancias resuelven controversias 
mediante sentencias que tienen autoridad de cosa juzgada material), 
debe concluirse que hay una comunicabilidad de las garantías para el 
desempeño de sus competencias; dicho de otro modo, si una de las 
funciones primordiales del Tribunal Supremo de Elecciones es la 
jurisdiccional, entonces debe gozar de las garantías mínimas para su 
ejercicio, como lo es la libertad de criterio que brinda el no saberse 
amenazado, constantemente, por eventuales acusaciones de personas 
interesadas en remover o cuestionar a los jueces electorales, con el fin 
de que no participen de decisiones específicas o que se inhiban de un 
proceso comicial concreto, generando inestabilidad en el órgano 
encargado de organizar, vigilar y dirigir las transiciones del mando en el 
país. Debe insistirse en que el régimen de inmunidades de los 
Magistrados no es un beneficio personal, como se pretende hacer ver 
en la exposición de motivos del proyecto; por el contrario, esas 
prerrogativas - cuando la labor se desempeña con rectitud y dentro del 
marco de la legalidad- fortalecen la institucionalidad de país y la 
independencia frente a los intereses partidarios. Los Magistrados 
Electorales somos conscientes de que estamos sometidos al principio 
de legalidad y que, como funcionarios públicos y por nuestras 
actuaciones, nos alcanza un régimen multidimensional de 
responsabilidades (administrativa, penal y civil); en ese sentido, no 
pretendemos excepcionarnos de esos espacios de control sino que, 
como garantía del sufragio, abogamos por el mantenimiento del 
régimen actual, según el cual los miembros de Supremos Poderes 
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somos juzgados por cualquier delito (incluidos los funcionales), siempre 
que se siga el procedimiento reforzado de desafuero o que el servidor 
voluntariamente renuncie a su inmunidad. Una variación como la que 
se promueve expone al regente del proceso electoral a escenarios que 
pueden provocar incertidumbre acerca de su integración y de sus líneas 
resolutivas, al tiempo que erosiona la independencia en la toma de 
decisiones. Sobre ese último punto (independencia del órgano), la Sala 
Constitucional, en la sentencia n.° 16111-2016 de las 9:15 horas del 2 
de noviembre de 2016, precisó: “La doctrina, la jurisprudencia nacional 
e incluso las decisiones de otros Tribunales Constitucionales en el 
mundo, que son persuasivas para esta Sala Constitucional, concluyen 
también, con meridiana claridad, el propósito funcional de estos fueros 
y privilegios. Incluso, su regulación es un obligado asunto de Estado, 
tan difundido mundialmente, que se le considera ius cogens, en el tanto 
garantiza la independencia parlamentaria, ejecutiva o jurisdiccional, que 
refleja las condiciones en que debe operar el Estado Democrático de 
Derecho, sea para garantizar los pesos y contrapesos entre los 
diferentes órganos fundamentales del Estado.” (el resaltado es propio). 
d) Inmunidades como forma de asegurar el mandato popular. Sobre los 
cargos de elección popular, este Tribunal ha establecido que, debido al 
carácter electoral de su designación, le corresponde tutelar porque se 
respete la voluntad del pueblo ejercida en el sufragio, plasmada en la 
elección de sus representantes (ver, entre otras, las resoluciones n.° 
172-E-2004, 2995-M-2004, 5446-E1-2012 y 2406-E1-2013). En esa 
materia, este Órgano Constitucional se coloca como garante de los 
derechos fundamentales de carácter electoral, no solo frente a los 
procesos comiciales sino, también, respecto del desempeño del cargo 
para el cual fueron electos los ciudadanos y las ciudadanas nominados 
por agrupaciones políticas, a fin de que el mandato no se vea 
amenazado ni se ponga en riesgo. Por intermedio del ejercicio efectivo 
del respectivo cargo, también se respeta la voluntad popular expresada 
en las urnas. La iniciativa en consulta introduce una variación en el 
régimen de prerrogativas de los representantes populares (diputaciones 
y fórmula Presidencial) que incide negativamente en el encargo que les 
hicieron sus conciudadanos, puesto que, como se ha señalado, el 
atemperamiento del régimen de inmunidades compromete la 
independencia de criterio y de actuación, al tiempo que podría mermar 
importantes funciones de los legisladores como lo es el control político. 
Como lo ha reconocido la Sala Constitucional, en resoluciones como 
los números 04182-2014 y 6371-1993, “La inmunidad y el fuero de 
improcedibilidad penal son garantías que surgieron, en un inicio, para 
tutelar la función de los Parlamentarios y que se ha ido extendiendo, 
progresivamente, a otros miembros de los Supremos Poderes. Se trata 
de una prerrogativa otorgada en razón del cargo y función 
desempeñados y lo que pretende es garantizar la libertad e 
independencia necesaria para el desempeño de las funciones, 
protegiendo a los funcionarios cubiertos de la injerencia de otros 
poderes o, incluso, de terceros. Por razones de interés público, se 
protege la investidura del sujeto, para garantizar la continuidad del 
servicio público y evitar interrupciones inoportunas que podrían causar 
mayores daños al interés público y general que las producidas por la 
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investigación del hecho atribuido; y además para garantizar la 
independencia y equilibrio entre los Poderes del Estado frente a una 
eventual extralimitación judicial …”. Ahora bien, tratándose de los 
legisladores, la jurisprudencia constitucional, en varios 
pronunciamientos, ha desarrollado una suerte de imbricación entre el 
núcleo de atribuciones del cargo y la existencia de prerrogativas, al 
punto de señalar que, por ejemplo, la irresponsabilidad parlamentaria 
es consustancial a la función deliberativa del puesto; en concreto, en la 
sentencia n.° 18536-2015, se resolvió: “… en este caso debe tomarse 
en cuenta la figura de irresponsabilidad parlamentaria que protege a los 
Diputados a la Asamblea Legislativa, respecto de las manifestaciones 
que hagan, pues la actividad funcional desarrollada por ellos en el 
Parlamento se basa en la libertad de palabra, por la naturaleza de su 
función y pertenencia a un órgano eminentemente deliberativo, todo ello 
con el fin de asegurar la necesaria libertad de los legisladores de 
expresar sus ideas y juicios y de ejercer el control político necesario sin 
temor a consecuencias jurídicas adversas que pudieran servir para 
reprimirlo. El principio citado protege entonces la independencia del 
Diputado o Diputada en el ejercicio del cargo (ver voto 1072-93) y está 
regulada en el Artículo 110 [de la Constitución Política] …”. 
Ciertamente, el precedente parcialmente transcrito se encuentra 
referido a una de las prerrogativas que no estaría siendo modificada 
con la iniciativa de reforma constitucional; empero, muestra cómo ese 
régimen de fueros integra un todo armónico puesto al servicio del 
adecuado ejercicio del cargo que, a su vez, redunda en el cabal 
cumplimiento del mandato recibido. Las normas constitucionales que 
versan sobre las inmunidades se han establecido, a través del tiempo, 
para proteger a los integrantes del Poder Legislativo de intromisiones o 
presiones espurias de otros titulares públicos, para evitar que se limite 
injustificadamente el control político y para impedir que la voluntad 
soberana del pueblo se vea frustrada mediante el condicionamiento del 
accionar de sus representantes. Esos obstáculos de procedibilidad, 
como se insiste, no son absolutos, en tanto pueden ser levantados en 
un procedimiento especial. Este, además, requiere el voto afirmativo de 
dos tercios del total de miembros del Plenario Legislativo, mayoría 
calificada que es una garantía más para el representante y sus 
electores, de que es fiel reflejo de una decisión colegiada y no solo de 
una o varias fracciones legislativas. IV.- Problemas de técnica 
legislativa. La iniciativa consultada, además de los vicios de fondo que 
han sido expuestos, presenta incorrecciones en su formulación. Al 
señalarse que no será aplicable la inmunidad penal frente a la 
investigación de delitos previstos en la Ley contra la Corrupción y el 
Enriquecimiento Ilícito y en diversas secciones del título XV del Código 
Penal, se constitucionalizan cuerpos normativos infra constitucionales 
que, con el tiempo, podrían variar. De darse esos cambios, el operador 
jurídico se vería en la disyuntiva acerca de si la reforma generó una 
receptación normativa o un reenvío normativo, decisión que debería ser 
resuelta mediante una interpretación restrictiva y que, eventualmente, 
podría ir en contra de la razón misma de ser de la variación del texto 
constitucional original. Incluso, podría ocurrir que el legislador ordinario 
derogara las normas referenciadas, vaciándose de contenido el artículo 
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110 del texto político fundamental. Es improcedente que se incorporen 
-en los artículos constitucionales- alusiones a normas concretas que se 
encuentran en un estrato inferior, en tanto estas últimas tienen una 
vocación de cambio, según los contextos sociales. La permanencia en 
el tiempo que, por definición, tienen las reglas de la Constitución Política 
no es compatible con la introducción de enunciados que, de manera 
precisa, hagan mención a preceptos cuyo cambio está sujeto 
únicamente a la voluntad legislativa y al procedimiento ordinario de 
reforma de las leyes. En todo caso, la redacción propuesta es, en sí 
misma, incoherente, ya que pretende que el fuero penal no sea 
aplicable cuando se instruyan causas por los “delitos contra los deberes 
de la función pública, tipificados en las secciones (…) VI del título XV 
del Código Penal”; sin embargo, en la referida sección sexta no se 
contempla ningún delito. En el numeral 365 del citado código punitivo 
(único artículo de la sección VI) se habilita al juez para imponer, como 
pena accesoria, una inhabilitación absoluta o especial ante la comisión 
de un delito funcional, lo cual no constituye un tipo penal autónomo. V.- 
Inadecuado procedimiento de reforma. La jurisprudencia constitucional 
ha sido conteste al reconocer que la inmunidad penal tiene estrecha 
vinculación con el equilibrio y la división de los Poderes del Estado; 
según nuestro Tribunal Constitucional, ese fuero de improcedibilidad 
“protege la investidura del sujeto, para garantizar la continuidad del 
servicio público y evitar interrupciones inoportunas que podrían causar 
mayores daños al interés público y general que las producidas por la 
investigación del hecho atribuido; y además para garantizar la 
independencia y equilibrio entre los Poderes del Estado frente a una 
eventual extralimitación judicial…” (sentencia n.° 04182-2014). De otra 
parte, la Sala Constitucional, en el voto n.° 02771-2003, estableció que 
las variaciones al sistema político (en el que se encuentran las reglas 
de interacción entre Poderes) solo podrían darse a través del 
procedimiento de reforma general a la Constitución Política. En 
consecuencia, este Tribunal considera que un cambio al régimen de 
inmunidades de los miembros de los Supremos Poderes del Estado 
únicamente es posible si lo acuerda una Asamblea Constituyente. La 
eliminación o atemperamiento de esas prerrogativas conlleva un 
profundo replanteamiento en las relaciones interorgánicas y, como se 
ha repetido, un impacto negativo en la independencia de los 
funcionarios que integran los Órganos Constitucionales de más alto 
rango. VI.- Conclusión. Por lo expuesto, este Tribunal Supremo de 
Elecciones objeta, en los términos y con los alcances del artículo 97 de 
la Constitución Política, el proyecto de reforma constitucional que se 
tramita en el expediente legislativo n.° 21.571. La propuesta vulnera la 
independencia de este Órgano Constitucional y desmejora las garantías 
para el efectivo ejercicio de los cargos de elección popular, situación 
que afecta a los representantes y a la ciudadanía como un todo. 
ACUERDO FIRME.» 
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ENTE 

CONSULTADO 

RESPUESTA 

Asamblea 
Legislativa 
Oficio AL-DREJ-
OFI-0156-2023   
de 20 de febrero 
de 2023, suscrito 
por el señor 
Antonio Ayales 
Esna.   

Indica el señor Ayales que no tiene observaciones de fondo que 
plantear, en virtud de que se trata de un tema de conveniencia y 
oportunidad para los diputados (as). 

Asociación 
Costarricense de 
la Judicatura 

No contestó en tiempo 

Contraloría 
General de la 
República 

No contestó en tiempo 

Estado de la 
Nación 
Correo del 23 de 
febrero de 2023, 
suscrito por Jorge 
Vargas Cullell 

Indica en su nota lo siguiente: “Es la opinión del Programa Estado de 
la Nación del Consejo Nacional de Rectores – Defensoría de los 
Habitantes que este proyecto de ley no debiera aprobarse, al menos 
en su redacción actual. Más que una eliminación “tout court” de la 
inmunidad de los miembros de los supremos poderes en casos de 
delitos por corrupción, creemos que debe revisarse el inciso 9 del 
artículo 121 constitucional, que establece condiciones muy gravosas 
para el juzgamiento de estas personas: dos terceras partes de la 
votación y la responsabilidad de la Corte Suprema de Justicia de 
proceder. Con base en esta modificación, debiera revisarse el 
mecanismo previsto por la ley para el juzgamiento de los miembros 
de los supremos poderes que pierdan su inmunidad, de manera que 
el Poder Judicial pueda proceder de manera más expedita. 
No entramos a opinar sobre los aspectos jurídicos relacionados con 
la adecuada tipificación de todos los delitos contenidos en la Ley 
contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito y los delitos contra 
los deberes de la función pública, tipificados en las secciones II, III, 
V y VI del título XV del Código Penal. El Programa Estado de la 
Nación no tiene una especialización jurídica, aunque considera que 
algunos tipos señalados en la primera de las leyes citadas podrían 
requerir una mayor precisión.” 
Como puede ver usted, se trata, pues, de una discusión más amplia 
que el de la modificación puntual a una norma constitucional. Es vital 
que cualquier cambio que se haga en esta materia logre un equilibrio 
entre dos objetivos igualmente importantes, que están en tensión 
entre sí: (a) que la inmunidad se convierta en la práctica en 
impunidad debido a requerimientos muy gravosos para el 
juzgamiento de los miembros de los supremos poderes; y (b) que se 
evite, como lo cita la exposición de motivos del mismo Expediente 
21.571 que, a raíz de un levantamiento de la inmunidad, “se utilicen 
las acusaciones y demandas injustificadas como un mecanismo para 
obstruir la labor de las y los integrantes de los Supremos Poderes”. 
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La reforma planteada no garantiza tal equilibrio. Abogamos, más 
bien, porque se cree una comisión de trabajo con personas 
altamente especializadas para, en vez de una reforma puntual, 
diseñe una reforma general sobre este tema, con miras a robustecer 
y precisar las condiciones y el mecanismo para proceder en el tema 
bajo interés.” 

Facultad de 
Derecho 
Universidad de 
Costa Rica, Oficio 
27 de febrero de 
2023 FD-461-
2023, Dra. 
Marcela Moreno 
Buján Decana 
 

Señalan en el oficio lo siguiente: “…El objetivo de este privilegio es 

evitar que se utilicen las acusaciones y demandas injustificadas 
como un mecanismo para obstruir la labor de las y los integrantes de 
los Supremos Poderes. Se parte del principio de que quienes 
ostentan altos cargos dentro de la jerarquía del Estado solo deben 
someterse a procesos penales cuando existan indicios suficientes de 
que la causa por la comisión de un delito se encuentra bien 
fundamentada y no es un mero ardid para impedir que el funcionario 
o funcionaria desempeñe sus labores o un burdo caso de 

persecución política. En el caso de la Asamblea Legislativa la 
inmunidad busca preservar la integración pluralista del órgano y el 
ejercicio pleno de la representación popular. Los diputados y 
diputadas tenemos Proyecto de Ley 1 de 4 27/2/2023 08:37 

inmunidad para ejercer nuestra función de control político sobre las 
actuaciones del Gobierno y los demás poderes del Estado e 

instituciones públicas sin estar sometidos a constantes ataques y 
amenazas de acusaciones penales infundadas. La inmunidad 
permite que las y los representantes populares podamos decir y 
denunciar lo que el pueblo quiere manifestar, pero no se atreve por 

miedo a represalias, ejercidas mediante la utilización abusiva del 

poder punitivo del Estado. Nuestra Constitución Política exige una 

votación por mayoría calificada para que la Asamblea Legislativa 

pueda operar el levantamiento de la inmunidad, como una garantía 

adicional dirigida a preservar la conformación representativa del 
Parlamento. La mayoría calificada implica altos niveles de consenso 

entre las diversas fuerzas políticas representadas. Este requisito 

busca alejar la tentación de utilizar arbitrariamente la potestad de 

levantar la inmunidad, por ejemplo, para perseguir a fuerzas políticas 

minoritarias. No obstante, su importancia, estos institutos también 

tienen sus debilidades. Para garantizar su adecuado 

funcionamiento, debe presuponerse que en la Asamblea Legislativa 

siempre existirá un análisis racional sobre el mérito de una causa 
penal contra integrantes de los Supremos Poderes. Que se 
descartarán acusaciones malintencionadas e infundadas, pero que 
se procederá a levantar la inmunidad siempre que existan indicios 
comprobados de la comisión de un delito. Pero lo anterior no 
necesariamente ocurre en la realidad. Es posible que las fuerzas 

políticas mayoritarias también utilicen la inmunidad como un escudo 

para impedir la investigación de cualquier hecho delictivo cometido 
por integrantes de los Supremos Poderes. En efecto, un uso abusivo 
del fuero de improcedibilidad penal puede impedir que se 

investiguen, se juzguen y se sancionen hechos delictivos graves 

cometidos por quienes ocupan los más altos cargos de la jerarquía 

del Estado, convirtiendo una prerrogativa necesaria en un privilegio 
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odioso. En estos casos, una fracción legislativa que tiene veinte o 

más diputados podría bloquear cualquier investigación, aunque se 

encuentre debidamente justificada. Ese bloqueo puede darse por 

intereses corporativos y partidarios o incluso por cálculo político. En 

tales casos, la inmunidad puede convertirse en impunidad. Aunque 
nuestra legislación penal establece que el ejercicio de un cargo 
público dotado de inmunidad suspende la prescripción de la acción 

penal, en la práctica, la imposibilidad de investigar infracciones 
inmediatamente después de recibida una denuncia puede significar 

la diferencia entre una investigación exitosa y una truncada. El paso 

del tiempo, permite ocultar indicios y desaparecer pruebas, sobre 

todo si se ostenta una posición de poder. Mientras más tiempo se 

retrase el inicio de una investigación es más difícil que prospere, 
especialmente si tampoco es posible ejecutar actos para recabar 
prueba o aplicar medidas cautelares indispensables, como un 

allanamiento o la suspensión de la persona investigada del cargo 

público que ocupa. En la Costa Rica moderna resulta imperativo 
revisar los alcances y los límites de la inmunidad de miembros de los 

Supremos Poderes. Nuestra población requiere mayor participación 
y transparencia en el manejo de los asuntos públicos. Cada vez hay 
más consciencia sobre la importancia de los instrumentos de la 
rendición de cuentas. Como nunca antes hay consciencia y Proyecto 
de Ley 2 de 4 27/2/2023 08:37 preocupación por el daño social que 
causa un fenómeno que amenaza con destruir nuestras 

instituciones: la corrupción. La Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción, aprobada por Costa Rica mediante la Ley N.º 
8557, reconoce en su preámbulo “la gravedad de los problemas y las 
amenazas que plantea la corrupción para la estabilidad y seguridad 
de las sociedades al socavar las instituciones y los valores de la 
democracia, la ética y la justicia y al comprometer el desarrollo 
sostenible y el imperio de la ley”. Los delitos de corrupción implican 

el uso de la función pública para satisfacer intereses particulares y 

el desvío de bienes y recursos públicos hacia fines distintos a la 

satisfacción del interés público. Esta desviación, distracción o 
malversación de recursos públicos impide que dichos recursos se 
inviertan eficientemente en los diversos programas públicos 
concebidos para mejorar las condiciones de vida de nuestra 
población.” 
 
Asimismo, señalan en su misiva: “De hecho la mayoría de las 
encuestas de opinión señalan que los costarricense se sienten 

“decepcionados” por la clase política” y dudan de ejercer su voto 
como consecuencia de los graves casos de corrupción que han 

azotado al país en los últimos años. (Acuña: 2004) Entre el año 2017 
y 2018, Costa Rica bajó de la posición 38 a la 48 (de 180 países) en 

el Corrupcion Percepcions Index 2018 de Transparency 

International. Presentando una reducción absoluta de 3 puntos en el 
índice.” 
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ENTE 

CONSULTADO 

RESPUESTA 

Víctor Edo. 
Orozco Solano, 
Doctor en 
Derecho 
Constitucional por 
la Universidad de 
Castilla-La 
Mancha. 
Coordinador de la 
Maestría 
Profesional en 
Justicia 
Constitucional de 
la Universidad de 
Costa Rica. Juez 
Contencioso 
Administrativo. 

Hace una amplia exposición y concluye lo siguiente: 
“según lo expuesto con anterioridad, si bien la Asamblea Legislativa, 
en su condición de poder constituyente derivado, ostenta una amplia 
libertad de configuración para reformar el Texto Fundamental en los 
términos señalados, desde ningún punto de vista se puede soslayar 
las razones o los argumentos que justifican la redacción 
contemporánea del artículo 110 de la Constitución Política, en el 
sentido de impedir que cualquier tipo de acusación, aunque no posea 
mayor justificación, pueda ser usada como instrumento para obstruir 
e impedir que los miembros de los supremos poderes realicen su 
labor. De lo anterior se desprende, con toda claridad, la 
razonabilidad de la redacción actual de la disposición constitucional. 
Por ese motivo, se considera inconveniente la iniciativa 
parlamentaria que se valora en esta ocasión.” 

Instituto de 
Investigaciones 
Jurídicas UCR, 
Oficio de 24 de 
febrero del 2023 
IIJ-034-2023, 
suscrito por el Dr. 
Gustavo Chan 
Mora Director 
Instituto de 
Investigaciones 
Jurídicas, el cual 
adjunta un oficio 
del Dr. Eric 
Alfredo Chirino 
Sánchez, 
Catedrático 

El señor Chirino señala en su misiva lo siguiente: “…estamos 
sugiriendo que la inmunidad no puede tener un alcance absoluto y 
que cuando se trata de delitos de corrupción graves, estos deben 
perseguirse sin que haya que proceder al procedimiento de fueros 
actualmente en vigencia. No obstante, no perdemos de vista que la 
inmunidad prevista en la Constitución Política persigue una 
importante función que es precisamente preservar la independencia 
de los miembros de los supremos poderes, y que estas personas 
puedan ejercer sus cargos con eficiencia y tranquilos de que no 
serán objeto de denuncias fútiles o irresponsables. Es por ello que 
habría que prever algún mecanismo para evitar un uso fraudulento 
de la facultad de denuncia de los particulares. Por ello, es 
conveniente que la inmunidad decaiga tan solo ante una acusación 
cierta del Ministerio Público, para que dentro de un fumus 
persecutionis, solamente sea posible iniciar la persecución penal sin 
inmunidad cuando el Ministerio Público haya decidido emitir 
acusación contra la persona miembro de los supremos poderes, por 
algún delito grave de corrupción o contra los deberes de la función 
pública. Es cierto que ese fumus persecutionis puede ser débil, tan 
solo con la acusación del Ministerio Público, pero por lo menos habrá 
superado el análisis preliminar del interés y oportunidad de la 
persecución de manos del Ministerio Público. Queda entendido, por 
supuesto, que esto sucederá, si no se cambia el sistema de 
juzgamiento de los miembros de los supremos poderes, si el Fiscal 
General decide iniciar los procedimientos. Esta posibilidad debe 
incluirse en la reforma del artículo 110 constitucional, para que haya 
criterios claros a partir de los cuales se consideraría que la causa no 
es espuria o abusiva, por supuesto, más allá de la mera denuncia o 
notitia criminis en contra de la persona miembro de los supremos 
poderes. A discutir estaría, por supuesto, tal criterio, si lo es a partir 
de la decisión de acusación, con elementos probatorios sólidos, 
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como para ser sometidos a consideración del órgano de 
juzgamiento. Así las cosas, la medición de si se está ante un 
supuesto de relevancia de persecución no dependería de los 
órganos superiores de cada Poder de la República, sino que sería 
un criterio de juzgamiento, más allá del análisis de la oportunidad 
política del levantamiento del fuero para el juzgamiento, que es una 
decisión no específicamente jurisdiccional, el cual se eliminaría con 
la inclusión del párrafo sugerido por la reforma. Hay que agregar que 
la reforma no establece un análisis separado de la inmunidad 
parlamentaria, la cual, por supuesto, tiene sus bemoles 
constitucionales, y por ser un órgano político por excelencia, la 
Asamblea Legislativa perdería esa oportunidad de control de las 
eventuales denuncias abusivas en contra de sus miembros, 
trasladándose en consecuencia a una decisión más jurisdiccional. 
Las soluciones no son claras, como tampoco todas ellas a prueba de 
discusiones de oportunidad o políticas, pero la tendencia que revela 
el proyecto es hacia una eliminación de la inmunidad solo en el caso 
de denuncias por hechos de corrupción, lo que de suyo ya implica 
una reflexión de oportunidad importante, que habrá de zanjarse con 
debates políticos del mayor interés en la legislatura. Debe reiterarse 
que lo previsto en el artículo 110, originalmente fue pensado para 
preservar el ejercicio de los supremos poderes de la constante 
presión que significaría ser objeto de denuncias y querellas por 
diversos delitos, y esto podría dificultar el ejercicio del cargo, pues 
habría que emplear energías y esfuerzos legales para la defensa 
frente a cualquier uso abusivo de la facultad de denunciar. Por ello, 
valdría la pena conservar esta posibilidad que plantea la reforma 
constitucional sólo para delitos suficientemente graves, pues lo 
propuesto abriría la puerta a una constante persecución penal de 
funcionarios públicos por hechos de corrupción, y tal circunstancia 
solo debería ser avalada para hechos realmente graves, y dentro de 
una investigación entablada bajo supuestos probatorios de 
consideración.” 

Oficio de 2 de 
marzo de 2023 
DJ-0328, suscrito 
por Lic. Luis 
Diego Ramírez 
González 
Gerente de 
División, Licda. 
Grettel Cisneros 
Valverde y Lic. 
Luis Alonso 
Richmond 
Portuguez.  

En este oficio, concluye la Contraloría lo siguiente:  “En relación con 
la iniciativa propuesta, consideramos que una reforma en este 
sentido se encuentra dentro del ámbito de las competencias y 
configuración de los legisladores. A pesar de ello, este Órgano 
Contralor considera de suma importancia que si se adoptan medidas 
que, en principio, buscan fortalecer el control de la corrupción, deben 
realizarse tomando en consideración lo establecido en los convenios 
internacionales que el país ha suscrito sobre el tema, así como las 
tendencias y buenas prácticas que ofrecen otros países sobre el 
instituto dentro de los procesos penales. En ese sentido, por la 
naturaleza propia de la figura que se pretende regular (la inmunidad 
parlamentaria y de los miembros de los supremos poderes), es 
fundamental que la Comisión Legislativa valore todos los insumos o 
datos necesarios y verificar si realmente se justifica la medida 
propuesta, sin debilitar principios trascendentales del Estado 
Democrático.” 
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AUDIENCIAS 

El 16 de febrero de 2023, en la Sesión N.° 1 de la Comisión Especial, se aprobó una 
moción para citar en audiencia al Presidente de la Corte Suprema de Justicia, señor 
Orlando Aguirre Gómez y a la Presidenta del Tribunal Supremo de Elecciones, 
señora Eugenia Zamora Chavarría.  Asimismo, se aprobó una segunda moción para 
convocar en audiencia a los expertos en Derecho Constitucional, Dr. Rubén 
Hernández y Dr. Fabián Volio Echeverría. 
 

 Dr. Ruben Hernández Valle, Constitucionalista 
 
El Dr. Rubén Hernández no pudo asistir a la sesión en que fue convocado en la 
comisión el 20 de febrero de 2023, en la sesión N.° 2 de la Comisión, pero envió un 
criterio sobre el expediente, en el cual se resalta lo siguiente: 
 
“En el caso costarricense me parece, que aún aceptando la tesis populista que 
enarbola la Exposición de Motivos, la reforma es innecesaria por cuanto en la praxis, 
cuando se han planteado una acusación contra un miembro de un Supremo Poder, 
invariablemente éste o ha renunciado a su fuero de improcedibilidad penal o la 
Asamblea Legislativa se lo ha levantado ante la presión de la opinión pública.  
 
En otros términos, en la praxis parlamentaria costarricense el fuero de 
improcedibilidad penal de los citados funcionarios siempre se ha resuelto en favor 
de su levantamiento, tanto respecto de delitos comunes como funcionales. 
 

No es cierto, por lo tanto y los hechos lo atestiguan, que un partido político pueda 
impedir el levantamiento del fuero a un miembro de los Supremos corrupto que 
pertenece a sus filas partidarias, primero porque históricamente no ocurrió ni 
siquiera durante el bipartidismo y, en estos momentos, sería casi imposible que 
ocurriere debido a la atomización partidaria que sufre nuestro Parlamento y que 
llegó para quedarse. 

En consecuencia, mi conclusión es que la reforma es innecesaria y en materia 
constitucional y, en general, en la vida, lo que funciona bien no hay que cambiarlo 
bajo el prurito de ser progresista.” 

 Dr. Fabián Volio Echeverría, Constitucionalista 
 
El señor Fabián Volio Echeverría fue contundente en su exposición ante la Comisión 
Especial y solicitó que esta iniciativa sea archivada, considera que por jerarquía de 
las normas (Artículo 6 de la Ley N.° 6227, Ley General de la Administración Pública 
de 2 de mayo de 1978) no se puede incluir en la Carta Magna referencia a normas 
inferiores.  
 
Considera el experto en Derecho Constitucional que si se desea ordenar el 
procedimiento del levantamiento del fuero a un jerarca, lo que se debe reformar es 
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el Artículo 35 del Reglamento de la Asamblea Legislativa y alterar el orden actual, 
pasando para el punto 3 el conocimiento de estos casos de acusaciones de 
miembros de los supremos poderes y los informes de las comisiones especiales.  
Eso hará que se acorte el tiempo para su conocimiento. Igualmente considera que 
en el proceso penal se puede legislar para agilizar estos procesos.  
 

 Dr. Orlando Aguirre Gómez, Presidente de la Corte Suprema de Justicia. 
 
Se recibió en audiencia el 23 de febrero de 2023, en la Sesión N.° 3 de la Comisión 
Especial y al respecto señaló lo siguiente: 
 
“En la sesión del 20 de febrero de este año, la Corte Suprema de Justicia acordó 
comunicar a esta Asamblea que el proyecto de ley consultado afecta la organización 
y el funcionamiento sobre todo el funcionamiento del Poder Judicial y desequilibra 
los pesos y contrapesos sus propios de la institucionalidad democrática. 
 
El Poder Judicial es participe y apoya la lucha contra la corrupción y la transparencia 
en todos los estratos, debemos hacer una diferencia técnica aquí, en cuanto a lo 
que se conoce como inmunidad. La inmunidad en términos doctrinarios es la 
exclusión de una determinada jurisdicción a ciertas personas en razón de su cargo, 
normalmente a los miembros del cuerpo diplomático, los jefes de Estado del 
extranjero, esto está en armonía con lo que dispone de la Convención de Viena. 
 
Cuando la Constitución utiliza el concepto, en el artículo 110, el concepto de 
inmunidad, está haciendo más bien referencia a lo que se conoce en doctrina y en 
derecho procesal como improcesabilidad, lo cual prevé la Constitución como una 
tutela para ciertos funcionarios, en el sentido de que no puedan ser sometidos a la 
jurisdicción común si no es previo un proceso de desafuero aquí en la Asamblea 
Legislativa. 
 
La inmunidad, esta es una precisión que queremos hacer, tal y como está planteada 
en la Constitución Política, no es un beneficio del funcionario, no está para 
beneficiarlo a él, sino una prerrogativa en pro del interés público, de tal manera que 
pueda realizar su función con entera libertad, sin presiones indebidas, y en el caso 
constitucional que se plantea, de manera independiente. 
 
El fuero es una fortaleza para la democracia, y en ese sentido, alcanza carácter de 
derecho fundamental. 
 
Podemos hacerle algunas críticas casi que de forma algunas al proyecto, da la idea 
de que la inmunidad del privilegio que consagra el artículo 110 es un tema de 
naturaleza personal, o sea que es un privilegio para el funcionario, y pensamos que 
partir de que eso sea así, pues nos lleva a al error—diría yo— de este de querer 
afectar eso pensando en que es algo que sólo beneficia al funcionario, y no es así, 
está prerrogativa, como les decía, ha sido concebida históricamente y prácticamente 
existe a nivel casi que universal, verdad, como una tutela de la independencia del 
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funcionario y en consecuencia, como parte de la construcción del estado 
democrático que está dividido en poderes. 
 
Tiene defectos propiamente en ese sentido, entonces, la inmunidad pues, es una 
garantía en ese sentido. 
 
Quisiéramos advertir, nada más, para el caso de que el proyecto siga caminando o 
camine, que tiene algunos problemas de tipo técnico, porque a pesar de ser una 
norma constitucional, las normas constitucionales normalmente son pétreas, y se  
hace referencia a normas concretas de normas del Código Penal que son normas 
menos pétreas, o sea, que se pueden modificar, y entonces, podríamos llegar a un 
momento en que haya referencia en la Constitución a una normativa que ya no 
exista, por ejemplo, y eso me parece que habría que corregirlo, en el sentido de que 
el proyecto siga caminando. 
 
Y la otra, la otra es que la Constitución Política tiene otras normas que hablan o se 
relacionan o interrelacionan con la materia y no son mencionadas en el proyecto, 
de manera que sería necesario en el caso de que camine, que esto se revise. Nada 
más lo hacemos como una observación. 
 
Les citamos aquí una sentencia de la Sala Constitucional, porque nos parece que 
recoge en esencia la importancia y el carácter de este instituto, o sea, de la 
inmunidad en el sentido de improcesabilidad, y destaca con mucha claridad y con 
mucha fuerza, y hace referencia a ordenamientos o tribunales extranjeros que han 
resuelto sobre el tema, en el sentido, de que esto es un derecho fundamental, la 
independencia de los miembros del Supremos Poderes, incluso, llega a decir que 
es un ius cogens, o sea, eso significa que es un derecho fundamental irrenunciable, 
incluso, es un concepto de derecho internacional público, y en derecho internacional 
público esto se define como derechos que no se pueden renunciar, que no se 
pueden ignorar, si no es a través de convenciones o a través de normativas de 
superior rango que lleguen a modificarlo o a matizarlo en su contenido. Citamos esto 
porque nos parece muy importante. 
 
Entonces, el fuero tal y como está concebido, materializa acciones disuasivas para 
las partes, en determinados ámbitos, es decir, acciones que se pueden llevar a los 
Tribunales con el fin de entorpecer la paz que deben tener los funcionarios, la 
tranquilidad que deben tener, la independencia que deben tener; por eso es que, en 
la conclusión, pues reiteramos que la Corte considera que este es un proyecto que 
afecta, no sólo la independencia del Poder Judicial, sino que la independencia de 
este poder y del Poder Ejecutivo, y que en consecuencia, de esa manera está 
afectando estructuras fundamentales del Estado democrático. 
 
Hacemos una observación también, pues para que la valoren, es un pequeño detalle 
nada más, que es la diferencia entre lo que es el poder constituyente originario y lo 
que es el poder constituyente derivado. El poder constituyente derivado no está 
facultado para modificar las estructuras democráticas del Estado, el Estado tal y 
como nos lo dieron a nosotros, que podemos denominar como la casa de la 
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democracia, tiene aspectos estructurales y aspectos no estructurales. El deber de 
todos, me parece, es fortalecer esa casa para que, en el futuro, pues siga siendo el 
centro de la vida de un país como el nuestro.” 
 

 Doctora Eugenia Zamora Chavarría, Presidenta del Tribunal Supremo de 
Elecciones 

 
Se recibió en audiencia el 23 de febrero de 2023, en la Sesión N.° 3 de la Comisión 
Especial y al respecto señaló lo siguiente e hizo los siguientes señalamientos sobre 
el expediente: 
 
“Una primera afirmación que hacemos desde tribunal es que, y es muy importante 
tenerlo presente, inmunidad no es sinónimo de impunidad, verdad, ha habido una 
discusión doctrinaría sobre cuál es la diferencia o la naturaleza jurídica de las 
inmunidades, en algunos casos se entendió como prerrogativas, como excepciones 
a las reglas comunes en beneficio ya no de una persona sino de una institución, en 
otros casos se entendió que eran protecciones a los representantes populares. 
 
La distinción entre una y otra tiene implicaciones jurídicas importantes, por ejemplo, 
en el caso de que se levante, se proceda con juzgamiento de un representante 
popular, eso sería absolutamente improcedente desde la concepción de las 
prerrogativas y el proceso sería nulo, proceso parlamentario. 
 
 
Cuando nosotros leemos las cláusulas constitucionales vigentes en nuestro país, 
particularmente los artículos 101 y 183, entendemos que el constituyente regulo dos 
aspectos distintos, inmunidades y prerrogativas, y un detalle de esto puede ser 
observado en las actas de la Asamblea Constituyente N° 62 y N° 63.  
 
En todo caso, más allá de esas discusiones que tuvieron lugar hasta el siglo pasado, 
lo cierto es que la teoría del estado moderno entiende que las inmunidades deben 
ser entendidas como prerrogativas, y en esa misma línea se ha pronunciado la Corte 
Constitucional Italiana, el Tribunal Constitucional Español y la Corte Constitucional 
de Colombia, por citar tres de los tribunales constitucionales de mayor prestigio de 
Iberoamérica, incluyendo la Sala Constitucional de Costa Rica, en donde ha 
señalado en nuestra sala que al entender las inmunidades como prerrogativas y al 
calificarlas como garantías institucionales que van aparejas con la envergadura y 
relevancia institucionales de las labores realizadas por determinados oficiales 
públicos, en el Voto 06839-2015. 
 
En ese mismo sentido se pronunció nuestro Tribunal Supremo de Elecciones sobre 
el proyecto 21.846, donde habíamos señalado que el proyecto de ese entonces, 
que las garantías de estabilidad que le había adoptado el constituyente a sus 
miembros, en este caso del Tribunal, no son un beneficio personal, sino un blindaje 
en favor de la institucionalidad del país de acuerdo a las actas que allí se citan, por 
eso quería reiterar el prever que el régimen de inmunidades y prerrogativas para los 
miembros de supremos poderes no es un sinónimo de privilegios injustificados o de 
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impunidad, sino el diseño que permite entre otros un ejercicio en conciencia del 
cargo en virtud de la funcionalidad de los órganos constitucionales. 
 
Equiparar inmunidad con impunidad es desconocer que la propia norma que se 
pretende modificar sí establece un procedimiento especial para levantar el fuero de 
un legislador o de un miembro del supremo poder, que se pretende a juzgar por un 
delito contra la función pública o por cualquier otro tipo de delito, en nuestro país no 
existe un obstáculo de procedibilidad como lo señalaba el magistrado don Gerardo 
Rubén, absoluto para el juzgamiento de los citados servidores. 
 
El numeral ciento diez como decíamos, establece que el Plenario puede suspender 
las prerrogativas, precepto que has complementado con los ordinales 215 a 218 del 
Reglamento de la Asamblea Legislativa, y en ese sentido coincidimos con lo que 
manifiestan los señores magistrados de la Corte, en donde probablemente los 
problemas que se exponen a inicio del proyecto en su motivación, se refieran más 
técnicas que deben ser verificadas en los cuerpos normativos infra constitucionales, 
el propio Reglamento Legislativo y el propio Código Penal y Procesal Penal. 
 
Hay dos temas o tres temas muy importantes que hay que resaltar de parte del 
Tribunal Supremo de Elecciones, uno, que es la creación del Tribunal Supremo de 
Elecciones, a partir del año 1949, en donde las inmunidades se le otorgan por el 
constituyente a los miembros del Tribunal Supremo de Elecciones como una 
garantía más permanente del proceso electoral, esto hizo, si ustedes conocieron, 
ha sido público, el índice de transparencia electoral en un determinado momento 
analiza más de catorce variables para calificar los temas electorales de distintos 
países. 
 
En el caso de la calificación costarricense, quedamos en los tres primeros lugares 
del mundo, y si ustedes se van al índice propiamente de las garantías que tiene el 
Tribunal Supremo de Elecciones de independencia, de libertad de criterio y de no 
estar expuesto a los diferentes cursos de las pasiones político partidarias por demás 
naturales en procesos electorales, en ese quedamos como el primer lugar en el 
mundo, de manera que es importante tener presente, que esas unidades son una 
garantía del proceso electoral. 
 
Un segundo tema muy importante, es que esa garantía se otorga para a su vez 
asegurar el mandato popular, es decir, la preocupación del tribunal no se refiere 
únicamente a las prerrogativas e inmunidades de los miembros de supremo poder, 
en este caso equiparando a los magistrados del tribunal, sino que se refiere a 
garantías jurisdiccionales, verdad, el tribunal es el que ejerce la jurisdicción 
electoral, único caso que no está incluido dentro del monopolio judicial, que es la 
tónica en nuestro país, pero hay una tercera razón por la que el tribunal objeta de 
acuerdo al artículo 97 de la Constitución Política el proyecto, porque entiende 
también que las inmunidades otorgadas, en este caso excluyendo los miembros del 
Poder Judicial y al Tribunal Supremo de Elecciones, al Presidente de la República 
y a los señores y señoras diputadas, es una forma de asegurar el mandato popular. 
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Nosotros tenemos encargado por norma constitucional el carácter electoral de la 
designación de los representantes populares, y es función del tribunal tutelar porque 
se respete la voluntad del pueblo, ejercida en sufragios y plasmada en la elección 
de sus representantes populares, ahí están todas las resoluciones que en este 
sentido ha emitido el tribunal con los números correspondientes. 
 
En esta materia el órgano constitucional electoral se coloca como garante de los 
derechos fundamentales de carácter electoral, y como ha dicho nuestra Sala 
Constitucional en votos del año 1993, reiterados en el año 2014, la inmunidad y el 
fuero de improcedibilidad penal son garantías que surgieron en un inicio para tutelar 
la función de los parlamentarios, y que se ha ido extendiendo progresivamente a los 
miembros de otros supremos poderes, se trata de una prerrogativa otorgada en 
razón del cargo y funciones desempeñadas. 
 
Yo quisiera comentarles, que, en el caso específico del levantamiento de la 
inmunidad de un miembro de supremo poder, la propia Constitución establece el 
procedimiento, verdad, mediante el cual se puede levantar el fuero de inmunidad y 
de prerrogativa constitucional. Los integrantes del Poder Legislativo, puede no 
solamente en relación con los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, o no 
solamente en relación con los magistrados del Tribunal Supremo de Elecciones, 
sino que en relación con sus propios compañeros diputados y diputadas tiene una 
protección, para que los integrantes del Poder Legislativo estén libres de 
intromisiones o presiones espurias de otros titulares públicos, para evitar que se 
limite injustificadamente el control político que ejerce el órgano legislativo, y para 
impedir que la voluntad soberana del pueblo se vea frustrada mediante el 
condicionamiento del accionar de sus representantes. 
 
Y estos obstáculos de procedibilidad, reiteró verdad, lo que exponían don Orlando 
y don Gerardo Rubén, no son absolutos, en tanto pueden ser levantados, pero por 
un procedimiento especial, que requiere el voto afirmativo de dos tercios de los 
miembros del Plenario Legislativo, es decir, hay una mayoría calificada, que es una 
garantía más para el total de miembros del Plenario Legislativo. 
 
Es decir, que se levantamiento de ese fuero, sea el fiel reflejo de una decisión 
colegiada de la mayoría de los partidos políticos con representación parlamentaria, 
y que no es solamente digamos eventualmente, verdad, una vendetta o una pelea 
de un partido político que eventualmente pueda tener mayoría, es decir, se requiere 
esos dos tercios, recogen esa voluntad de las distintas fracciones parlamentarias 
para que a un compañero a una compañera en el caso legislativo se les presente, 
se les levante el fuero de inmunidad y de prerrogativas. 
 
Hemos observado también otros problemas de técnica legislativa muy 
esencialmente, además de los vicios expuestos y de las incorrecciones en la 
formulación, verdad, dice que no será aplicable la inmunidad penal frente a la 
investigación de delitos previstos en la Ley Contra la Corrupción y el 
Enriquecimiento Ilícito y en diversas secciones del Título XV del Código Penal, no 
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me voy a referir a ellas porque entiendo que ya lo hicieron don Orlando y don 
Gerardo Rubén. 
 
Pero, además, hay un problema de inadecuado procedimiento de la reforma, 
nuestra jurisprudencia constitucional ha sido conteste al reconocer que la inmunidad 
penal, tiene estrecha vinculación con el equilibrio y la división de poderes del Estado 
costarricense, según nuestro el Tribunal Constitucional ese fuero de 
improcedibilidad protege la investidura del sujeto para garantizar la independencia 
y el equilibrio entre los poderes del Estado, por ejemplo, frente a una eventual 
extralimitación judicial, es decir, es un sistema como llaman los anglosajones de 
check in balance, o como dice la teoría moderna del derecho, la teoría del Estado, 
un sistema de frenos y contrapesos, verdad, si alguien se adelanta hay otro que lo 
va a parar, que lo va a frenar, verdad, no de frenos y contra frenos, es frenos y 
contrapesos. 
 
De otra parte, la Sala Constitucional en el Voto 02771-2003, estableció que las 
variaciones al sistema político en el que se encuentran las reglas de generación… 
 
En ese voto la Sala estableció que las variaciones al sistema político dentro del cual 
se localizan las reglas de interacción entre los poderes, en ese sistema de frenos y 
contrapesos, sólo podrían darse a través del procedimiento de reforma general a la 
Constitución Política, entonces, por todas estas razones quedó a su disposición 
señor presidente, señoras diputadas, señor presidente de la Corte Suprema, don 
Orlando, don Gerardo Rubén, para cualquier detalle o aclaración, pero por esas 
razones objetamos de acuerdo al artículo 97 la reforma propuesta.” 
 
 
III.- INFORME SERVICIOS TÉCNICOS 

Mediante el Informe AL-DEST-IJU-019-2023 de 14 de febrero de 2023, el 
Departamento de Estudios, Referencias y Servicios Técnicos hace el análisis 
jurídico del Proyecto de Ley N.° 21.571, “Proposición de Reforma Constitucional 
Reforma del Artículo 110 de la Constitución Política Eliminación de la Inmunidad de 
Miembros de los Supremos Poderes Investigados por Delitos de Corrupción”. 
 
Este informe señala en sus conclusiones lo siguiente: 
 
“La reforma propuesta implica una reducción en la inmunidad, o limitación en el 
fuero, que ostentan los miembros de los supremos poderes y los distintos cargos 
públicos a los que se les aplica esta norma, dado que amplía los casos en los cuales 
esta inmunidad no surte efectos. En cuanto al procedimiento para el levantamiento 
del fuero, tanto en la Corte Suprema de Justicia, como en la Asamblea Legislativa, 
este, salvo en el caso de los delitos que se incluyen en la propuesta, no sufre otros 
cambios. 
 
La proposición precisa que la limitación o excepción a la inmunidad es aplicable a 
los Miembros de los supremos poderes. 
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Considera esta asesoría que, a fin de evitar interpretaciones contradictorias o 
dificultades en su aplicación, lo más conveniente, es realizar un abordaje integral de 
las normas que se refieren al tema de las inmunidades de los miembros de los 
supremos poderes.   
 
Si bien la modificación de esa norma constitucional está dentro de la libertad de 
configuración que la Asamblea Legislativa tiene en ejercicio exclusivo del poder 
reformador derivado, también la Asamblea Legislativa al decidir sobre esta 
proposición de reforma constitucional, deberá considerar los efectos de su 
aprobación o no, y ponderar, por un lado: que el objetivo de la inmunidad es evitar 
que se utilicen las acusaciones y denuncias injustificadas como un mecanismo para 
obstruir la labor de las y los integrantes de los Supremos Poderes, ya que se parte 
del principio de que quienes ostentan altos cargos dentro de la jerarquía del Estado 
solo deben someterse a procesos penales cuando existan indicios suficientes de 
que la causa por la comisión de un delito se encuentra bien fundamentada y no es 
un mero ardid para impedir que el funcionario o funcionaria desempeñe sus labores 
o un burdo caso de persecución política; así como, el hecho de que la indemnidad 
que se le otorga a los Diputados también lo es aras de un interés público superior y 
tiene como fin proteger el normal desarrollo de la función legislativa, en resguardo 
de la delicada labor del cuerpo colegiado; y por otro lado: las justificaciones bajo la 
cuales se presenta la propuesta en relación con el tema de corrupción.” 
 
De igual manera, el Departamento asesor indica el trámite legislativo que conlleva 
una reforma constitucional y por ser de importancia para el objetivo del proyecto de 
ley que nos ocupa, se detalla a continuación: 

 
“El artículo 195 de la Constitución Política regula el trámite que se le ha de dar a las 
propuestas de reforma parcial de nuestra Carta Magna, de la siguiente manera:  

 

“ARTÍCULO 195.- La Asamblea Legislativa podrá reformar 
parcialmente esta Constitución con absoluto arreglo a las 
siguientes disposiciones:  
1) La proposición para reformar uno o varios artículos debe ser 
presentada a la Asamblea Legislativa en sesiones ordinarias, 
firmada al menos por diez diputados o por el cinco por ciento (5%) 
como mínimo, de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral.  
2) Esta proposición será leída por tres veces con intervalos de seis 
días, para resolver si se admite o no a discusión;  
3) En caso afirmativo pasará a una comisión nombrada por mayoría 
absoluta de la Asamblea, para que dictamine en un término de 
hasta veinte días hábiles.  
4) Presentado el dictamen se procederá a su discusión por los 
trámites establecidos para la formación de las leyes; dicha reforma 
deberá aprobarse por votación no menor de los dos tercios del total 
de los miembros de la Asamblea;  



Expediente N.° 21.571         28 

 

Comisión Especial de Reforma Constitucional N.° 21.571 

 

5) Acordado que procede la reforma, la Asamblea preparará el 
correspondiente proyecto, por medio de una Comisión, bastando 
en este caso la mayoría absoluta para aprobarlo;  
6) El mencionado proyecto pasará al Poder Ejecutivo; y éste lo 
enviará a la Asamblea con el Mensaje Presidencial al iniciarse la 
próxima legislatura ordinaria, con sus observaciones, o 
recomendándolo;  
7) La Asamblea Legislativa, en sus primeras sesiones, discutirá el 
proyecto en tres debates, y si lo aprobare por votación no menor de 
dos tercios de votos del total de los miembros de la Asamblea, 
formará parte de la Constitución, y se comunicará al Poder 
Ejecutivo para su publicación y observancia.  
8) De conformidad con el artículo 105 de esta Constitución, las 
reformas constitucionales podrán someterse a referéndum después 
de ser aprobadas en una legislatura y antes de la siguiente, si lo 
acuerdan las dos terceras partes del total de los miembros de la 
Asamblea Legislativa.” (lo destacado es nuestro) 

 
El trámite de una reforma parcial a la Constitución Política también se encuentra 

dispuesto en el artículo del Reglamento Legislativo,1 que señala que, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 195 constitucional, el proyecto que 

proponga reformas parciales a la Constitución Política, una vez leído tres veces y 

resuelta su admisión para discusión, pasará a una comisión para que dictamine en 

un plazo de hasta veinte días hábiles.2 

                              
1 “ARTÍCULO 211.- Reformas parciales a la Constitución Política  
Las reformas parciales a la Constitución Política, proceden con arreglo a las siguientes disposiciones, 
de conformidad con lo que establece al respecto el artículo 195 de la misma Carta:  
1. El proyecto en que se pida la reforma de uno o más artículos debe presentarse en sesiones 
ordinarias, firmado por no menos de diez diputados. 2. El proyecto será leído por tres veces con 
intervalos de seis días, para resolver si se admite o no a discusión, para lo que se requiere la simple 
mayoría de los diputados presentes. 3. Admitido el proyecto, éste pasará a una comisión 
nombrada por votación de la mayoría absoluta de la Asamblea, para que dictamine en el término de 
hasta veinte días hábiles. 4. Rendido el dictamen por la comisión, éste debe ser objeto de dos 
debates, cada uno en día distinto, y para su aprobación requiere la votación de los dos tercios del 
total de la Asamblea. 5. Aprobado el dictamen sobre el proyecto de reforma, éste pasará a la 
Comisión de Redacción, a efecto de que ella prepare su redacción definitiva, bastando luego para 
su aprobación la mayoría absoluta de la Asamblea. 6. Una vez aprobado el dictamen en la forma 
antes dicha será firmado por los miembros del Directorio y pasado al Poder Ejecutivo para que éste 
lo envíe a la Asamblea con el mensaje presidencial, al iniciarse la próxima legislatura. 7. La 
Asamblea, en las primeras sesiones de la siguiente legislatura, deberá discutir de nuevo el dictamen 
en tres debates, cada uno en día distinto, no pudiendo en el primer debate de esta segunda 
legislatura conocerse de mociones de fondo. Si fuere aprobado por dos tercios de votos del total 
de los diputados, entrará a formar parte de la Constitución Política, lo que se comunicará al Poder 
Ejecutivo para su publicación y observancia.”(lo destacado es nuestro) 
2 “Artículo 184. Reformas parciales a la Constitución Política Las reformas parciales a la 
Constitución Política, proceden con arreglo a las siguientes disposiciones, de conformidad con lo que 
establece al respecto el artículo 195 de la misma Carta:(…)3. Admitido el proyecto, éste pasará a 
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Sobre el trámite de las reformas parciales a la Constitución Política, este 
Departamento ha hecho las siguientes precisiones:  
 

a) Con base en los votos no. 7818-00, no. 2008-010728 y no. 2010-011043 de la Sala 

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, el plazo de 20 días hábiles que tiene 

la Comisión que analiza las reformas parciales a la Constitución Política para 

dictaminar, se constituye en un plazo ordenatorio y no perentorio, de manera que la 

extemporaneidad del dictamen de la Comisión no deviene en un vicio esencial  o 

invalidante del procedimiento o en una nulidad insubsanable, aunque el 

incumplimiento de dictaminar o de hacerlo en tiempo puede ser reprochado a sus 

miembros, de acuerdo con la resolución no apelada de la Presidencia de la Asamblea 

Legislativa, contenida en el Acta Plenaria N° 18 del 26 de mayo de 2010.1 

 
b) Con base en lo dispuesto en las resoluciones no. 5976-1996, no. 2002-07016 y no. 

2001-11560 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en relación 

con la votación requerida para aprobar un proyecto de reforma parcial a la 

Constitución Política en Primera Legislatura (numeral 4 del artículo 195 

                              
una comisión nombrada por votación de la mayoría absoluta de la Asamblea, para que dictamine en 
el término de hasta veinte días hábiles. 
(…)” 
1 Dicha Resolución señala: “CONSIDERANDO: 1. Que la Sala Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia, en la Resolución 3220-00 ha señalado que: “...El debido proceso legislativo constituye 
una ordenación necesaria y preestablecida -en la Constitución Política y en el Reglamento de la 
Asamblea Legislativa; -de una serie de actos sucesivos dirigidos a materializarse en una decisión 
final, que es la aprobación del proyecto de ley...” y que para lograr este objetivo se requiere del 
dictamen o informe que emita las Comisiones para continuar con el resto de las etapas procesales 
que culminen con una decisión final.  
2. Que el artículo 1.2 del Reglamento establece como uno de los deberes de los diputados y 
diputadas desempeñar las comisiones que el Presidente de la Asamblea o ésta les encarguen y que 
parte de este deber es cumplir con los plazos que el mismo Reglamento les señale para rendir el 
dictamen o informe correspondiente, pese a lo cual, en el pasado, en algunos casos, no se ha 
cumplido a cabalidad con estas obligaciones.  
3. Que el artículo 80 del Reglamento de la Asamblea Legislativa es claro al establecer un plazo de 
treinta días hábiles para que las Comisiones permanentes (sean estas ordinarias o permanentes 
especiales) rindan el dictamen correspondiente y que al vencimiento del plazo -si no se ha solicitado 
prórroga- el Presidente de la Asamblea tiene la potestad de amonestar a los miembros de la 
Comisión, quienes en tal caso no devengarán sus dietas regulares.  
4. Que en el caso de las Comisiones Especiales el término para rendir el informe lo determina el 
contenido de la moción aprobada por el Plenario, según lo establece el artículo 95 del Reglamento 
y que además, el artículo 97 indica que las comisiones especiales se regirán, en lo que les sea 
aplicable, por las disposiciones que señala el Reglamento para las Comisiones Permanentes.  
POR TANTO:  
Aplicar en todos sus extremos lo dispuesto en los artículos 80 en concordancia con los 
numerales 95, 97 y 137 del Reglamento en relación con las sanciones establecidas en caso 
de que los miembros de las Comisiones Permanentes Ordinarias, Permanentes Especiales y 
Especiales no cumplan con el plazo señalado para rendir los dictámenes o informes que les 
correspondan emitir.” (lo destacado es nuestro) 
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constitucional), esta requiere una mayoría absoluta en primer debate y una mayoría 

calificada en el segundo debate.1  

 
c) Con fundamento en lo dispuesto en las resoluciones no. 678-91 y no. 1-92 de la Sala 

Constitucional, en lo que respecta a la votación requerida en la Segunda Legislatura 

(numeral 7 del artículo 195 constitucional), el proyecto de reforma constitucional 

debe ser aprobado, en cada uno de los tres debates, por dos terceras partes de la 

totalidad de los miembros de la Asamblea.2  

 
Con base en lo anterior, tenemos lo siguiente: 
 

Votación  

 
La votación requerida para aprobar un proyecto de reforma parcial a la Constitución 
Política en Primera Legislatura (numeral 4 del artículo 195 constitucional), es de 
mayoría absoluta en primer debate y una mayoría calificada en el segundo debate; 
y la votación requerida en la Segunda Legislatura (numeral 7 del artículo 195 
constitucional), es de dos terceras partes de la totalidad de las y los miembros de la 
Asamblea, en cada uno de los tres debates.” 
 
De esta manera la subcomisión desea reiterar el procedimiento que comprende una 
reforma a la Carta Magna. 
 
El Informe del Departamento de Servicios Técnicos referencia cuáles son los 
miembros de los Supremos Poderes que serían objeto de este proyecto de ley y al 
respecto señalan los siguientes: 
 
“Siendo ello así, dichos miembros son: los Diputados y Diputadas en cuanto al 
Poder Legislativo, el Presidente y Vicepresidentes de la República y los Ministros 
de Gobierno en lo que hace al Poder Ejecutivo, y los Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia en lo atinente al Poder Judicial.  Asimismo, los Magistrados del 
Tribunal Supremo de Elecciones son considerados miembros de los supremos 
poderes, dado que constitucionalmente se le reconoce al Tribunal Supremo de 
Elecciones, el mismo rango e independencia de los Poderes del Estado.   
 
En el caso del artículo 183 de la Constitución Política lo que se señala es que el 
Contralor y Subcontralor, gozaran de las inmunidades y prerrogativas de los 
miembros de los Supremos Poderes, por lo que, a estos cargos, les sería aplicable 
lo regulado en el artículo 110. La Contraloría General de la Republica es una 
institución auxiliar de la Asamblea Legislativa.” 
 
 

                              
1 Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa, Oficio AL-DEST-CJU-077-2017 
de 6 de diciembre de 2017.  
2 Idem. 
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IV.  CUADRO COMPARATIVO 
 
Para mejor entender, se detalla mediante un cuadro comparativo los cambios que 
propone el presente proyecto de ley bajo el Expediente N.º 21.571: 
 

Texto vigente 
Constitución Política 

Texto propuesto 
Expediente No. 21571  

 
Artículo 110.- El Diputado no es responsable por 
las opiniones que emita en la Asamblea. Durante 
las sesiones no podrá ser arrestado por causa 
civil, salvo autorización de la Asamblea o que el 
Diputado lo consienta. 
 
Desde que sea declarado electo propietario o 
suplente, hasta que termine su período legal, no 
podrá ser privado de su libertad por motivo penal, 
sino cuando previamente haya sido suspendido 
por la Asamblea. Esta inmunidad no surte efecto 
en el caso de flagrante delito, o cuando el 
Diputado la renuncia. Sin embargo, el Diputado 
que haya sido detenido por flagrante delito, será 
puesto en libertad si la Asamblea lo ordenare. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  

Artículo 110.-  El Diputado no es responsable 
por las opiniones que emita en la Asamblea.  
Durante las sesiones no podrá ser arrestado por 
causa civil, salvo autorización de la Asamblea o 
que el diputado lo consienta. 
 
Desde que sea declarado electo propietario o 
suplente, hasta que termine su periodo legal, no 
podrá ser privado de su libertad por motivo penal, 
sino cuando previamente haya sido suspendido 
por la Asamblea.  Esta inmunidad no surte efecto 
en el caso de delitos tipificados en la Ley contra 
la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito y los 
delitos contra los deberes de la función pública, 
tipificados en las secciones II, III, V y VI del título 
XV del Código Penal; así como en el caso de 
flagrante delito o cuando el diputado la renuncie.  
Sin embargo, el diputado que haya sido detenido 
en flagrante delito, será puesto en libertad si la 
Asamblea lo ordenare. 
 
Las limitaciones a la inmunidad establecidas en 
este artículo también se aplicarán a los demás 
miembros de los Supremos Poderes.  

 
 
V.- CONCLUSIÓN 
 
La presente iniciativa de ley tiene como objetivo principal la reforma del artículo 110 
de la Constitución Política, de manera específica lo que pretende es eliminar la 
inmunidad para los casos relacionados con los delitos de corrupción para todos los 
miembros de los supremos poderes. De manera   específica analizaremos la 
propuesta en relación con la inmunidad de los diputados de la República.  
 
Un aspecto de relevancia con respecto a esta reforma, es que, desde la instauración 
de la Asamblea Constituyente de 1949, este artículo no ha sido reformado en 
ninguna ocasión. 
 
En cuanto a la inmunidad parlamentaria establecida en el artículo 110 constitucional, 
esta institución tiene su origen en los parlamentos ingleses y es conocida también, 
como fuero, pues se trata de una especie de obstáculo en el ejercicio de la acción 
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penal en el momento en que se intente realizar en contra de alguno de los 
funcionarios de los supremos poderes.  
 
 En cuanto a las características de la inmunidad, es oportuno destacar que esta 
responde a un carácter funcional y procesal, con término cierto que corresponde a 
la finalización del cargo del miembro de los supremos poderes, siendo de gran 
importancia para los efectos del presente análisis señalar que dicha inmunidad o 
privilegio se concede en razón del órgano constitucional y no a título personal.  
 
En el caso de la inmunidad parlamentaria esta comprende la excepción por causa 
civil y penal y el desafuero previo del diputado, para ser juzgado de conformidad 
con lo establecido en el artículo 121 de la Constitución Política. 
 
La inmunidad se trata de un criterio funcional, según el cual, por razones de interés 
político se protege la investidura del sujeto para garantizar la continuidad del servicio 
público y evitar interrupciones inoportunas que podrían causar mayores daños al 
interés público que las producidas por la investigación del hecho atribuido y además 
para garantizar la independencia y equilibrio entre Poderes del Estado frente a una 
eventual extralimitación judicial.  (Voto de la Sala Constitucional 9685-2000) 
 
Al respecto es conveniente mencionar,  según se desprende de las actas de la 
Asamblea Constituyente que da origen a la actual Constitución Política, la 
intervención realizada por  el representante Rojas Espinoza, el cual con gran acierto 
señala, en el acta número 62 en una de las cuales se discute precisamente el 
artículo 110 constitucional que “…la mayoría de los tratadistas afirman que esa 
inmunidad no es individual  o personal, sino colectiva, es decir, pertenece no a la 
persona , al individuo, sino a la Asamblea, al cuerpo colegiado en sí. Para corroborar 
esta afirmación, dio lectura a algunos conceptos del tratadista Duguit. De lo que se 
desprende -continuó diciendo- que si la inmunidad parlamentaria es un derecho que 
le concierne esencialmente a la Asamblea Legislativa, no se ve como otro órgano -
como la Corte Suprema de Justicia-, pueda intervenir en un asunto de la esfera 
propia del Poder Legislativo. Expresó luego que la función de administrar justicia es 
una función técnico-jurídica, por lo cual no debe llevarse al Poder Judicial cuestiones 
eminentemente políticas, las que son de la esfera de la Asamblea Legislativa, como 
las que se refieren al levantamiento de la inmunidad de los Diputados. El Poder 
Judicial debe estar al margen de la política, pues de otro modo se alteraría el 
ambiente de serenidad en el que se desenvuelve, ocasionando tarde o temprano su 
desprestigio” (el resaltado no es propio del original) 
 
Al anterior criterio podemos adicionar lo señalado por el constitucionalista Rubén 
Hernández Valle, que señala:  “La inmunidad protege al diputado, inclusive por actos 
ajenos a su cargo… con la inmunidad  se pretende proteger la autonomía de la 
Asamblea, impidiendo  que mediante detenciones o procesamientos se pueda 
instrumentar la separación de diputados del ejercicio de sus cargos, sobre todo en 



Expediente N.° 21.571         33 

 

Comisión Especial de Reforma Constitucional N.° 21.571 

 

momentos álgidos, como la elección del directorio.”1 (el resaltado no es parte del 
original) 
 
De acuerdo a lo anterior es revelador comprender que si bien la Constitución 
Política, puede ser reformada, pues evidentemente la norma fundamental no puede 
significar norma de carácter omnicomprensivo, ni en el sentido de regular  
totalmente las instituciones del Estado (ni siquiera las instituciones fundamentales), 
ni tampoco en el sentido  de programar o prever de manera precisa las líneas o 
directrices a seguir en el futuro de las instituciones del país2,  por lo que  de acuerdo 
a esta inteligencia, la Constitución Política no puede ser un programa detallado y 
expreso para  todos los poderes públicos y en especial para el legislativo, en el que 
se definan de manera específica los objetivos a seguir y los medios para 
conseguirlo, independientemente de cuales sean las circunstancias y condiciones 
del futuro. Dicho esto, al definir de manera detallada el proyecto de ley en 
comentario sobre cuales delitos  constituirían la excepción para la pérdida de la 
inmunidad, suceden dos cosas, la primera relacionada con  la especificidad 
señalada anteriormente, la cual es contraria al carácter programático de las normas 
de la Constitución, recordemos que  la norma fundamental, parte del pluralismo 
político,  el cual admite la pluralidad de concepciones de nuestra sociedad, es decir 
no responde a una única visión de la forma en que  los poderes públicos deban 
cumplir sus objetivos, por lo que la delimitación señalada en la iniciativa de ley, le 
imprime a la excepción de la inmunidad una visión política unilateral, que además 
le da un carácter reglamentista a la Constitución, sin tomar en consideración incluso  
el paso del tiempo y las futuras reformas de nuestro ordenamiento jurídico que  
podrían volver esta norma inaplicable. 
 
En segundo lugar,  debe resaltarse  como se indicó líneas atrás, que la inmunidad 
no es un accesorio personal, ni tampoco  responde a un privilegio propio del 
diputado  per se, sino al órgano colegiado que este integra, con ello debería de 
entenderse entonces, que el valor superior que se protege es la propia autonomía 
de la Asamblea Legislativa, para alejarla de las fuerzas políticas, resaltándose el 
hecho de  que el precepto de la autonomía, tiene su base en el principio de división 
de poderes, que debe ser  comprendido en el sentido de  límite a los poderes del 
Estado, por ello la delimitación de la pérdida de inmunidad al cometimiento de los 
delitos de corrupción coartaría la propia autonomía del órgano legislativo en su 
integralidad así como del interés público y de los principios de orden,  unidad y 
continuidad, contradiciendo entonces  el carácter coherente de los mandatos 
constitucionales,  mismos que responden a criterios comunes ordenadores de la 
función pública y  no a asuntos y temas de carácter específico e ideológico  que 
podrían provocar casos de persecución política.  
 

                              
1 HERNÁNDEZ VALLE, RUBÉN.. Derecho Parlamentario Costarricense, San José, Investigaciones 
Jurídicas S.A, 1991, pág 100.  
2 LÓPEZ GUERRA, LUIS. Derecho Constitucional, volumen I, El ordenamiento constitucional, 
Derechos y Deberes de los ciudadanos, Tirant Lo Blanch, Valencia 2002, pág 28.  
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Asimismo, es de gran importancia señalar que el poder constituyente derivado no 
está facultado para modificar las estructuras democráticas del Estado. 
 
Adicionalmente, la reforma tiene algunos problemas de técnica importantes, ya que 
la referencia que hace sobre la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito 
y secciones específicas de un título del Código Penal provoca un problema a futuro, 
y quedaría amarrado a secciones específicas y a títulos específicos del Código, ese 
mecanismo no es la mejor técnica, ya que no es adecuado que en la Constitución 
Política se establezcan normas específicas. 
 
Los diputados miembros de la Comisión Especial de Reforma del Artículo 110 de la 
Constitución Política, Eliminación de la Inmunidad de Miembros de los Supremos 
Poderes Investigados por Delitos de Corrupción, Expediente N.° 21.571, acordamos 
por mayoría dictaminar negativamente el expediente de marras y así se consignó 
en el Acta N.° 4 de la Comisión Especial de 2 de marzo de 2023, en la cual la 
votación del expediente fue NEGATIVA DE MAYORÍA.   
 
Las diputadas y los diputados que suscribimos consideramos que no es viable 
continuar con esta reforma constitucional, es una reforma innecesaria y en materia 
constitucional improcedente y contraria a la autonomía de los órganos de los 
Supremos Poderes. 
 
VI.  RECOMENDACIÓN 
 
Tomando en consideración los diferentes razonamientos, a nivel técnico, jurídico y 
político-administrativo, y de oportunidad y conveniencia planteados en el trámite de 
esta iniciativa y esbozados anteriormente, las diputadas y los diputados miembros 
de la Comisión Especial consideramos oportuno dictaminar negativamente por 
mayoría el  Expediente N.º 21.571, “REFORMA DEL ARTÍCULO 110 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA ELIMINACIÓN DE LA INMUNIDAD DE MIEMBROS 
DE LOS SUPREMOS PODERES INVESTIGADOS POR DELITOS DE 
CORRUPCIÓN”, y recomendamos al Plenario Legislativo  que no se continúe con 
esta reforma constitucional y se archive.  
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Dado en la sala de la Comisión Especial de Reforma Constitucional N.ª 21.571, Área 

II de Comisiones, el 2 de marzo de 2023. 
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